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ciones Públicas o por prestadores privados en la

medida en que dichos servicios se presten en virtud

de acuerdo, concierto o convenio con la referida

Administración.

j) Los servicios de seguridad privada.

3. Este Reglamento no se aplicará al ámbito

tributario, con excepción de las necesarias adapta-

ciones de las Ordenanzas Fiscales establecidas o

que se establezcan, que regulen exacciones por la

concesión de autorizaciones o licencias o por la

realización de controles posteriores relativos a ser-

vicios sujetos a el presente Reglamento. Tampoco

será de aplicación en ámbito urbanístico que se

regirá por su normativa específica.

4. En caso de conflicto entre las disposiciones de

este Reglamento y otras disposiciones que regulen

el acceso a una determinada actividad de servicios

o su ejercicio en aplicación de normativa comunita-

ria, prevalecerán estas últimas en aquellos aspectos

expresamente previstos en la normativa comunitaria

de la que traigan causa.

Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de este Reglamento se entenderá

por:

1. "Servicio": cualquier actividad económica por

cuenta propia, prestada normalmente a cambio de

una remuneración, contemplada en el artículo 50 del

Tratado de la Comunidad Europea.

2. "Prestador": cualquier persona física con la

nacionalidad de cualquier Estado miembro, o resi-

dente legal en España, o cualquier persona jurídica

o entidad constituida de conformidad con la legisla-

ción de un Estado miembro, cuya sede social o

centro de actividad principal se encuentre dentro de

la Unión Europea, que ofrezca o preste un servicio.

3. "Destinatario": cualquier persona física o jurídi-

ca, que utilice o desee utilizar un servicio.

4. "Estado miembro de establecimiento": el Esta-

do miembro en cuyo territorio tenga su estableci-

miento el prestador del servicio.

5. "Establecimiento": el acceso a una actividad

económica no asalariada y su ejercicio, así como la

constitución y gestión de empresas y especialmen-

te de sociedades, en las condiciones fijadas por la

legislación, por una duración indeterminada, en

particular por medio de una infraestructura estable.

6. "Establecimiento físico": cualquier infraes-

tructura estable a partir de la cual se lleva a cabo

efectivamente una prestación de servicios.

7. "Autorización": cualquier acto expreso o

tácito de la autoridad competente que se exija, con

carácter previo, para el acceso a una actividad de

servicios o su ejercicio.

8. "Requisito": cualquier obligación, prohibi-

ción, condición o límite al acceso o ejercicio de una

actividad de servicios previstos en el ordenamiento

jurídico o derivados de la jurisprudencia o de las

prácticas administrativas o establecidas en las

normas de las asociaciones o de los colegios

profesionales.

9. "Declaración responsable": el documento

suscrito por la persona titular de una actividad

empresarial o profesional en el que declara, bajo su

responsabilidad, que cumple con los requisitos

establecidos en la normativa vigente, que dispone

de la documentación que así lo acredita y que se

compromete a mantener su cumplimiento durante

la vigencia de la actividad.

10. "Régimen de autorización": cualquier siste-

ma previsto en el ordenamiento jurídico o en las

normas de los colegios profesionales que conten-

ga el procedimiento, los requisitos y autorizacio-

nes necesarios para el acceso o ejercicio de una

actividad de servicios.

11. "Razón imperiosa de interés general": razón

reconocida como tal en la jurisprudencia del Tribu-

nal de Justicia de las Comunidades Europeas,

incluidas las siguientes: el orden público, la segu-

ridad pública, la protección civil, la salud pública,

la preservación del equilibrio financiero del régimen

de seguridad social, la protección de los consumi-

dores, de los destinatarios de servicios y de los

trabajadores, las exigencias de la buena fe en las

transacciones comerciales, la lucha contra el

fraude, la protección del medio ambiente y del

entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad

intelectual e industrial, la conservación del patri-


